
INFORME DE IMPACTO SOBRE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD DEL REAL DECRETO-LEY 7/2013, DE 28 DE JUNIO, DE MEDIDAS URGENTES DE NATURALEZA TRIBUTARIA, PRESUPUESTARIA Y DE FOMENTO DE LA INVESTIGACIÓN, EL DESARROLLO Y LA INNOVACIÓN Y DEL REAL DECRETO-LEY 8/2013, DE 28 DE JUNIO, DE MEDIDAS URGENTES CONTRA LA MOROSIDAD DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS Y DE APOYO A ENTIDADES LOCALES CON PROBLEMAS FINANCIEROS
1. REAL DECRETO-LEY 7/2013, DE 28 DE JUNIO, DE MEDIDAS URGENTES DE NATURALEZA TRIBUTARIA, PRESUPUESTARIA Y DE FOMENTO DE LA INVESTIGACIÓN, EL DESARROLLO Y LA INNOVACIÓN.

1.1. Asignación tributaria del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas a fines sociales

Se procede a una modificación sustancial del régimen jurídico de la gestión de los programas de interés social financiados con el porcentaje de la asignación tributaria del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

Como se indica en el Preámbulo de la norma, "hasta ahora, estas ayudas se han venido estructurando en función de los colectivos protegidos, en el momento actual esa distribución carece de la operatividad necesaria para dar una respuesta eficaz a las demandas de aquellos sectores en los que es necesario incidir con una mayor urgencia. Así, es imprescindible que aquellos fines a los que se destina la citada asignación queden encuadrados dentro de unos ejes prioritarios de actuación sobre los que se instrumenten los programas a desarrollar, y que se circunscriben a los ámbitos siguientes":

a) La atención a las personas con necesidades de atención integral socio-sanitaria.

b) La atención a las personas con necesidades educativas o de inserción laboral.

c) El fomento de la seguridad ciudadana y prevención de la delincuencia.

d) La protección del medio ambiente.

e) La cooperación al desarrollo.

Detrás de esta reforma se encuentra la necesidad de mantener estas ayudas en el ámbito de la gestión estatal, tras pronunciamientos judiciales favorables a la territorialización del gasto. Así, el fundamento jurídico-constitucional se amplía a una diversidad de preceptos de nuestra norma suprema (artículo 149.1.2.ª, 3.ª, 5.ª, 6.ª, 7.ª, 13.ª, 15.ª, 16ª, 23.ª, 29.ª, 30.ª, 31.)

1.2. Reconocimiento de las entidades del Tercer Sector colaboradoras con las Administraciones Públicas

Además de reformar el régimen de gestión de las ayudas derivadas de la asignación tributaria del IRPF desde el punto de vista de su estructura y su fundamento jurídico, se pone en marcha otra modificación que tiene un calado muy importante: el reconocimiento  de una nueva categoría: la de las entidades del Tercer Sector colaboradoras con las administraciones públicas, es decir el reconocimiento jurídico del papel esencial que determinadas organizaciones y entidades sin ánimo de lucro tienen a la hora de dar respuesta a las necesidades cada vez más acuciantes de la sociedad, colaborando directamente con las Administraciones Públicas, y quedando al mismo tiempo garantizada la vía de canalización de los fondos públicos imprescindibles para que las mismas puedan cumplir y desarrollar los fines que les son propios. El fundamento constitucional de esta nueva categoría es el 149 1. 18ª que le otorga competencia al Estado para establecer las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas.

Así, el artículo 3 establece que “Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, podrán reconocer como entidades del Tercer Sector colaboradoras a aquellas organizaciones o entidades que desarrollen actividades de interés general.”
Los requisitos legales para obtener dicha calificación son:

a) Estar legalmente constituidas como entidades de ámbito estatal y, cuando proceda, debidamente inscritas en el correspondiente Registro administrativo de ámbito estatal en función del tipo de entidad de que se trate.

b) Carecer de fines de lucro o invertir la totalidad de sus beneficios en el cumplimiento de sus fines institucionales no comerciales.

c) Desarrollar actividades de interés general considerando como tales, a estos efectos, las previstas en el artículo 4 de la Ley 6/1996, de 15 de enero, del Voluntariado.

d) Cualquier otro que se establezca legal o reglamentariamente.

Hay una lista de entidades excluidas del reconocimiento como entidad del tercer Sector colaboradora: organismos o entidades públicas adscritos o vinculados a una Administración Pública, las universidades, los partidos políticos, los colegios profesionales, las cámaras oficiales de comercio industria y navegación, las sociedades civiles, las organizaciones empresariales y los sindicatos, y otras entidades análogas a las anteriores.

La lista de funciones que podrán desempeñar estas entidades, cuando reciban esta calificación es muy amplia:

a) Informar y auxiliar a la Administración General del Estado en las materias propias de su ámbito de actuación, en los términos que se determine reglamentariamente.

b) Participar como interlocutores con la Administración General del Estado a través de sus órganos de participación y consulta en los términos previstos en la normativa aplicable.

c) Colaborar con la Administración General del Estado en el desarrollo y aplicación de los planes, programas y medidas de fomento, cuando el objeto de la colaboración no esté comprendido en el de los contratos regulados por el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre o la colaboración se efectúe de forma no onerosa para la Administración.

d) Cualquier otra que se determine reglamentariamente.

Precisa pues de un desarrollo reglamentario que se va a aprobar en próximos Consejos de Ministros.

La Disposición transitoria única regula el régimen transitorio, mientras no se desarrolle reglamentariamente, del procedimiento para el reconocimiento de las entidades del Tercer Sector colaboradoras con la Administración General del Estado. Se considerará que ostentan dicha condición las entidades que acrediten el cumplimiento de los requisitos antes reseñados. Una vez que se produzca dicho desarrollo reglamentario, las entidades deberán presentar la correspondiente solicitud de reconocimiento.

Es evidente que la importancia de esta disposición es muy elevada. No afecta solo a las entidades que pretendan solicitar la asignación tributaria del IRPF para fines sociales. La finalidad de esta norma desborda este ámbito. Las entidades a las que se les reconozca van a situarse en una posición prevalente en la relación con las Administraciones, no solo desde el punto de vista de las ayudas (de todo orden, no solo las derivadas del IRPF) sino que se las considera interlocutor privilegiado. Las que no tengan este reconocimiento no se encontrarán en esa posición.
2. REAL DECRETO-LEY 8/2013, DE 28 DE JUNIO, DE MEDIDAS URGENTES CONTRA LA MOROSIDAD DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS Y DE APOYO A ENTIDADES LOCALES CON PROBLEMAS FINANCIEROS.

Se establece una tercera y última fase del denominado mecanismo de financiación para el pago a proveedores, que, como medida coyuntural y extraordinaria, ayude a las Administraciones autonómicas y locales a reducir su deuda comercial acumulada

Por primera vez podrán ser incluidas las obligaciones adquiridas por transferencias a instituciones sin ánimo de lucro.

Se podrán incluir en esta nueva fase las obligaciones pendientes de pago, siempre que sean vencidas, líquidas y exigibles y estén contabilizadas, relativas a las transferencias de las Comunidades Autónomas o de las Entidades Locales a asociaciones e instituciones sin fines de lucro y con fines sociales que desarrollen sus actividades principalmente en el ámbito de los colectivos a los que aluden los artículos 39, 49 y 50 de la Constitución española. Estas obligaciones de pago lo serán hasta el límite de las obligaciones pendientes de pago por parte de la Comunidad Autónoma o la Entidad Local, a 31 diciembre de 2012, a las citadas entidades.

Se trata de una medida en el marco del Plan de lucha contra la morosidad de Comunidades Autónomas y Ayuntamientos, en la que el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas ha incluido una partida de 687 millones de euros para que salden las deudas contraídas con ONG,s y entidades sociales. Por tanto es una medida de impacto para todas las entidades que nos movemos en el ámbito de la provisión de bienes y servicios en favor de las personas con discapacidad.
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